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Por otro lado, las personas menores de edad cuyos padres-tutores demandan el reconocimiento 
de su situación de discapacidad, tropiezan en ocasiones, con los mismos obstáculos que los que 
atañen a las mayores.

No en vano, la situación de los Centros de Valoración y Orientación en nuestra Comunidad Autónoma 
(especialmente en algunas de sus provincias), viene revelando necesidades de reorganización y 
de incremento de personal desde hace ya algunos años, que han intentado abordarse, siquiera sea 
de forma parcial, a través de medidas y planes administrativos, como el placevo, pero que, en todo 
caso, no han supuesto una mejora significativa.

En este sentido, remitimos a las consideraciones realizadas como resultado de la queja de oficio 
tramitada al respecto por el Defensor del Pueblo Andaluz (queja 16/6978) e igualmente desgranada 
en el subcapítulo 3º del Informe Anual de 2018 de dicha Institución.

No podemos por ello sino reproducir una simple relación de circunstancias que provocan la 
disconformidad de quienes tienen bajo su amparo a personas menores de edad afectadas por 
alguna discapacidad relevante. Y así, alusivas a la calificación del porcentaje de tal discapacidad, 
disconformidades sobre el tiempo para la valoración y el dictado de resolución o la denegación de 
la movilidad reducida, así como, en su caso, la demora en la expedición de la tarjeta acreditativa de 
la misma.

Respecto a los retrasos procedimentales es interesante exponer el relato de una madre que 
compareció para denunciar que desde el 22 de marzo de 2018 se encontraba en trámite la revisión 
del grado de discapacidad de su hijo y que le urgía la rápida tramitación del expediente para que se 
mantuviera el título de familia numerosa de categoría especial al tener otros dos hijos más (uno de 
ellos también discapacitado), que igualmente el retraso afectada a la pensión por hijo a cargo que 
percibía, a la campaña de la renta y a las distintas bonificaciones que venía percibiendo.

Aclaraba que en la última revisión de oficio de la discapacidad de su hijo, pasó de un 56% que 
anteriormente ostentaba a un 0%, al no haber podido tener a tiempo la documentación justificativa 
y que acreditaba el retraso madurativo que tiene reconocido desde los 4/6 meses tras parto múltiple 
y que su hijo afectado tiene a su vez reconocido un Grado II de Dependencia.

Fue necesario emitir recomendación para instar a la Delegación Territorial correspondiente, de la 
Consejería de Igualdad y Políticas Sociales, a resolver el expediente, que ya estaba fuera de plazo, 
obteniendo la aceptación de este pronunciamiento y la asignación del grado de discapacidad por 
resolución dictada el mes de octubre de 2018 (queja 18/3016).

3.1.2.6.1. c) Menores en riesgo de exclusión social

La Renta Mínima de Inserción Social en Andalucía, aprobada mediante Decreto-Ley 3/2017, de 19 
de diciembre, regula la prestación económica orientada a la erradicación de la marginación y la 
desigualdad y a la lucha contra la exclusión social que deberá incorporar un itinerario a través de un 
Plan de inclusión sociolaboral, en los términos establecidos en los artículos 42.1 y 42.2.g) de la Ley 
9/2016, de 27 de diciembre, de Servicios Sociales de Andalucía.

Al margen de los supuestos en que acuden a la Institución personas que demandan obtener de los 
servicios sociales, prestaciones de diversa índole, que les permitan paliar circunstancias familiares 
de verdadera necesidad, haciendo valer que entre sus miembros se cuentan personas menores de 
edad, hemos de aludir a la mencionada Renta Mínima de Inserción Social en Andalucía, en vigor 
desde el día 1 de enero de 2018.

En relación con las personas menores de edad, la normativa referida, que regula la citada Renta 
como una prestación garantizada del Sistema Público de Servicios Sociales de Andalucía, ha 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/reclamamos-un-decreto-especifico-para-la-regulacion-de-los-centros-de-valoracion-y-orientacion-de-la
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/le-urge-pronta-tramitacion-de-la-revision-discapacidad-de-su-hijo
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introducido una importante innovación por lo que a la titularidad del derecho se refiere, al haber 
contemplado por vez primera la situación de especial vulnerabilidad de las personas menores de 
edad.

Y así, el Decreto-ley 3/2017, cuya regla general es la de atribución de la titularidad del derecho a las 
personas comprendidas en el rango de edad que va desde los 25 a los 64 años (artículo 3.3.b), ha 
establecido excepciones, directa o indirectamente llamadas a tomar en consideración la situación 
especial del tramo vital de las personas menores. También en este ámbito, en línea con las precisiones 
apuntadas al comenzar este relato, el derecho se modula en atención a específicos destinatarios.

De este modo, el Decreto-ley 3/2017 otorga la titularidad de la Renta Mínima a las personas 
emancipadas que, con 16 ó 17 años de edad, tengan menores o personas con discapacidad a cargo, 
o hayan sido víctimas de violencia de género acreditada o se encuentren en situación de urgencia o 
emergencia social del modo definido por los apartados 5 y 6 del artículo 4 del Decreto-ley (artículo 
3.2.c); y hace especial hincapié en el apoyo a unidades familiares cuando existan en las mismas 
personas menores, atribuyendo entonces la titularidad del derecho a quienes se encuentren entre los 
18 y los 24 años edad y tengan a su cargo a menores o personas con discapacidad (artículo 3.2.b).1º), 
especificando, además, que “para mayor protección de los derechos de la infancia, igualmente 
podrán ser personas titulares de la Renta Mínima de Inserción Social en Andalucía las personas de 
65 o más años que acrediten debidamente tener a su cargo a personas menores de edad y no existe 
otra persona integrante de la unidad familiar que reúna los requisitos para ser solicitante” (artículo 
3.2.d).

También la cuantía de la Renta Mínima aparece incrementada en atención a la existencia de al menos 
tres personas menores en unidades familiares compuestas por al menos seis personas (artículo 11.2). 
Y el calendario de aplicación de su Disposición transitoria segunda, permite solicitar la ampliación 
por períodos de seis meses sucesivos, a partir de 2019, para las unidades familiares con menores 
a cargo, persistiendo las circunstancias previas y manteniendo los requisitos que posibilitaron su 
concesión previa.

Ahora bien, cuestión muy diferente se revela cuando descendemos a la realidad de la tramitación 
del procedimiento, y, con mayor precisión, al plazo para su resolución, -que el Decreto-ley fija en dos 
meses, cuyo cómputo tiene como dies a quo el primer día “del mes siguiente a la fecha de entrada de 
la solicitud en el órgano competente para resolver” (artículo 32.2)-, cuyas reglas, por razones lógicas, 
son comunes.

Ocurre, por tanto, que en el ejercicio 2018 se ha alcanzado el máximo histórico de quejas dirigidas a 
esta Institución, desde que en el año 1991 se implantara el primero de estos Programas de integración 
social en nuestra Comunidad Autónoma. De tal modo que todas las deficiencias que sacuden a la 
nueva Renta Mínima de Inserción Social, en especial, el importante incumplimiento del deber 
de resolver en plazo la solicitud, alcanzan también a las personas menores emancipadas que 
pueden solicitarla y a las que se integran en unidades familiares peticionarias.

A efectos de mejor comprensión, nos parece oportuno traer a colación, por todas, la queja en que 
la compareciente refería haber solicitado la renta mínima el 26 de febrero de 2018, sin que el 24 de 
octubre siguiente hubiera sido resuelta. Incluso destacaba que había acudido al órgano competente 
de la Junta de Andalucía, donde le dijeron que la solicitud aún no había sido mirada, ya que iban 
alternando las solicitudes según la necesidad de la familia. La interesada explicaba su necesidad, al 
estar separada, no tener trabajo y vivir sola con tres menores. Añadía que los servicios sociales de 
su localidad no le prestaban ayuda y que, para colmo, el asistente social que le correspondía estaba 
primero de vacaciones y tiempo después de baja médica, además de no disponer de dinero para 
facilitar las ayudas (queja 18/6411).
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Afortunadamente en este caso, previa nuestra indagación, la Administración dictó resolución 
estimatoria en el mes de diciembre de 2018, pero no podemos ocultar que son bastante más 
cuantiosos los expedientes que permanecen inconclusos.

En el ámbito de los servicios de interés general y referido concretamente al servicio de suministro 
eléctrico, debemos destacar durante 2018 las diversas quejas recibidas en las que se planteaba la 
difícil situación en que quedaban las familias afectadas por una interrupción en el suministro 
eléctrico cuando hay menores de edad en la vivienda.

Con frecuencia el corte de suministro viene precedido de impagos por parte del consumidor, ya sea 
por dificultades económicas para asumir el coste de las facturas ordinarias o, más frecuentemente, por 
el impago de las facturas extraordinarias giradas por las empresas como resultado de un expediente 
de fraude abierto tras comprobar la existencia de algún tipo de enganche ilegal o manipulación 
fraudulenta del aparato de medida. Se trata habitualmente de facturas por importes muy elevados 
que dan lugar al corte de suministro en caso de no ser atendidas en los plazos fijados. Tal fue el caso 
planteado en la queja 18/0315, queja 18/1016, queja 18/2383 y queja 18/2631.

En ocasiones la queja nos llega cuando aun no se ha producido el corte de suministro pero ya se ha 
recibido el aviso de corte por impago. En la mayoría de casos los promotores de las quejas exponen 
la negativa de la empresa a aceptar el fraccionamiento de la deuda y la falta de ayuda por parte de 
los servicios sociales para afrontar el pago de lo debido. Tal fue el caso de la queja 18/3334 y la queja 
18/5205.

Especialmente reseñable nos parece el asunto planteado en la queja 18/2150, cuya promotora 
planteaba la dificultad de su unidad familiar para hacer frente al pago de unas facturas cuyo 
elevado importe se debía, en buena medida, al incremento del consumo por la necesidad de tener 
permanentemente conectada una máquina que garantizaba la supervivencia de su hijo, un menor 
ventilodependiente. La familia demandaba una rebaja en el importe de las facturas o algún tipo de 
ayuda para afrontar su coste.

Ciertamente, la normativa eléctrica no contempla rebajas en las facturas por circunstancias 
personales que no sean encuadrables en alguno de los supuestos regulados en la normativa del 
bono social eléctrico. Únicamente está previsto que el suministro no pueda ser objeto de corte en 
caso de impago por tratarse de un suministro esencial ya que de él depende el funcionamiento de la 
máquina que posibilita la supervivencia del menor.

Por ello, la única opción de la familia era acudir en solicitud de ayuda a los servicios sociales si se 
veían imposibilitados de afrontar el elevado coste de las facturas.

La situación de necesidad en la que viven muchas familias con hijos menores a cargo les dificulta 
-cuando no les imposibilita- hacer frente al pago de las facturas de los suministros básicos como 
son la electricidad o el agua. 

En relación con el suministro de agua han sido muchas las quejas recibidas denunciando los problemas 
que afrontaba una familia con menores a cargo cuando, por alguna razón, se veían privados de 
este suministro tan esencial. En esta situación se encontraban las personas promotoras de la queja 
18/0772, la queja 18/1924, la queja 18/3336, queja 18/3460, queja 18/4248, queja 18/5503, queja 
18/5604 y la queja 18/6166.

Desataca el caso planteado por una madre que relataba las penurias que estaba pasando como 
consecuencia de un corte de suministro al tener a su cargo a una menor de corta edad a la que se 
veía obligada a llevar a un establecimiento de hostelería próximo para que pudiera asearse antes de 
ir al colegio.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/los-servicios-sociales-comunitarios-proponen-el-alquiler-de-vivienda-para-una-familia-en-situacion
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En el trasfondo de esta queja se encontraba la imposibilidad de la interesada de acreditar el derecho 
de disponibilidad de la vivienda, lo que nos llevó a formular una Resolución a la administración 
actuante y a la empresa suministradora. Resolución que, lamentablemente, no ha sido aceptada por 
las mismas (queja 18/0210). 

También es digno de ser reseñado el caso planteado por un pensionista con escasos ingresos que 
tenía acogidos en su domicilio a sus nietos menores de edad, habiendo recibido un aviso de corte 
de suministro al no poder hacer frente a una factura de elevada cuantía como consecuencia de una 
avería en la instalación de agua que discurría por su vivienda. Finalmente el interesado consiguió 
una reducción de la factura y un fraccionamiento de la deuda que posibilitaron una plan de pago 
adaptado a sus circunstancias (queja 18/1191).

La reiteración de este tipo de circunstancias en relación con el suministro de agua nos lleva a 
plantearnos la conveniencia de proponer la inclusión en el futuro reglamento de ciclo integral 
del agua de uso urbano de una norma que prohíba los cortes de suministro cuando los mismos 
afecten a personas en situación de especial vulnerabilidad o que permita, cuando menos, someter 
los mismos a unos plazos más prolongados desde el aviso de corte que posibilite poner en marcha 
medidas para paliar las consecuencias de dicho corte. 

A tal fin, podría resultar oportuno elaborar un protocolo especial de actuación similar al establecido 
en relación al suministro eléctrico que posibilite la intervención de los servicios sociales, tanto para, 
acreditar las situaciones de vulnerabilidad, como para adoptar medidas que eviten que se haga 
efectivo el corte de suministro.

3.1.2.6.1. d) Menores migrantes

La llegada continuada de menores extranjeros no acompañados a la comunidad autónoma de 
Andalucía es un fenómeno que se está agravando hasta el punto de ser un acontecimiento difícil 
de abordar con las suficientes garantías de los derechos de estos menores.

Siguiendo la tendencia iniciada en 2016, el presente ejercicio se ha caracterizado por un elevado 
crecimiento de la llegada a las costas andaluzas de niños y niñas procedentes de otros países, 
mayoritariamente de Marruecos, sin referentes familiares. 

Los datos de que disponemos señalan que en el año de 2016 el Sistema de protección atendía a 815 
niños y niñas, elevándose a 1.302 en el ejercicio siguiente. Estas cifras se han visto incrementadas 
exponencialmente, de modo que a fecha 31 de diciembre de 2018 estaban siendo tutelados por el 
Sistema de protección un total de 3.488 menores. 

El sustancial crecimiento de la llegada de niños migrantes ha conllevado por parte de la Entidad 
pública andaluza un esfuerzo muy importante de creación de nuevas plazas en centros residenciales 
y, conforme a las mencionadas previsiones, parece evidente que será necesario continuar creando 
nuevos recursos para atender a este colectivo especialmente vulnerable. 

La urgencia con la que se han debido crear nuevos recursos para la atención de estos menores ha 
generado no pocas distorsiones que han incidido negativamente en la calidad de la atención a los 
chicos y chicas, generando un importante número de quejas, de forma más significativas formuladas 
por organizaciones sin ánimo de lucro.

El carácter urgente con el que se deben crear los recursos, la sobreocupación de los centros nuevos 
y de los ya existentes, el sentimiento de provisionalidad en su situación y la ausencia de unas 
expectativas claras y definidas de futuro de los menores han generado estrés en todos los agentes 
que intervienen en este delicado e importante servicio de menores.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/sugerimos-que-con-caracter-excepcional-le-suministren-el-agua-aunque-no-pueda-acreditar-el-derecho
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